
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL Y DE 

LA LEY GENERAL EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES, A CARGO DEL DIPUTADO 

ALEJANDRO PONCE COBOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

El suscrito, Alejandro Ponce Cobos, diputado federal en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados del 

honorable Congreso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, 

fracción I, 77, numerales 1 y 3, y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración del 

pleno de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 412 del 

Código Penal Federal y el artículo 14 de la Ley General en materia de Delitos Electorales, al tenor de la 

siguiente 

Exposición de Motivos 

El pasado 12 de abril del presente año fue publicada en el Diario Oficial de la Federación una reforma 

constitucional al artículo 19, en la que se incorpora al catálogo de delitos que ameritan prisión preventiva 

oficiosa, el uso de programas sociales con fines electorales. 

Esto sin duda, atiende a un reclamo generalizado por parte de la población, que con cada proceso electoral que 

se celebraba, se levanta más la voz, y aumentaba la exigencia de querer trasparentar los apoyos o los recursos 

económicos que el gobierno presupuesta para ser entregados sin ninguna condición a los ciudadanos. Esta 

conducta de malversar los programas, condicionar o desviar los recursos, para apoyar a cierto candidato o a un 

partico político en especial, es considerado por el escrutinio público, como una falta gravísima, ya que no solo 

se perjudica a una sociedad, a las instituciones o a sus dependencias, si no que se menoscaba la integridad de 

toda la nación. 

La práctica de usar programas sociales, con fines electorales, es un mal que ha dañado la democracia de nuestro 

país, desde que se empezó a forjar la democracia misma en nuestra sociedad, muchos son los casos en los que se 

ha comprobado el mal manejo de los recursos, bienes y servicios, para beneficiar a un partido o a un candidato 

cuando se encuentra en vísperas electorales, es por ello que la presente iniciativa busca uniformar el precepto 

constitucional con una justa pena privativa de la libertad, para desincentivar el hecho delictivo, y se eliminen los 

privilegios de los cuales goza el sector político, puesto que desviar los recursos, los servicios y hacer mal uso de 

los programas sociales, hace un daño irreparable para la sociedad mexicana, y debe considerarse una pena más 

estricta. 

Por otro lado, tenemos que en nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 

134, primer párrafo, establece los principios por los cuales los recursos que dispongan la federación, las 

entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México se deben regir 

para administrar los recursos, los cuales son eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 

satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

Posterior mente en su séptimo párrafo, dispone que los servidores públicos de la Federación, las entidades 

federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, tienen en todo tiempo la 

obligación de aplicar con imparcialidad los recursos públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la 

equidad de la competencia entre los partidos políticos. 

En el mismo artículo, en su párrafo octavo, hace mención que la propaganda, bajo cualquier modalidad de 

comunicación social, que difundan como tales, los poderes públicos, los órganos autónomos, las dependencias y 

entidades de la administración pública y cualquier otro ente de los tres órdenes de gobierno, deberá tener 

carácter institucional y fines informativos, educativos o de orientación social, y que en ningún caso esta 



 
  

propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen promoción personalizada de cualquier 

servidor público. 

Los tres párrafos extraídos del artículo 134 que se citarón con anterioridad, reflejan un claro ejemplo del 

combate constante que se tiene en contra de los servidores públicos que durante años han hecho mal uso de los 

recursos de la administración pública, para hacerse propaganda por medio de un servicio o un programa social, 

es por ello que, en este artículo, en donde se encuentran los principios rectores con los que se tienen que 

conducir los funcionarios públicos en el manejo y ejercicio de los recursos económicos del país, se plasmaron 

las conductas que son contrarias y que no están permitidas, dentro del actuar de los funcionarios. 

Es claro, que los reclamos han sido escuchados, y por ello se han insertado en nuestra Carta Magna, pero aun 

somos muchos los mexicanos que pensamos que queda un largo camino que recorrer, para poder eliminar esas 

malas prácticas que existen dentro de la vida democrática de nuestro país. 

Es preciso señalar que la sociedad ha demostrado estar harta de la corrupción, y está consciente del nuevo 

rumbo que el país está emprendiendo, y cada vez exige más que los servidores públicos y la clase política, se 

rijan por los principios y valores que emanan de nuestra Constitución, pero aun es más la exigencia por parte de 

los mexicanos el que se cumpla estrictamente la ley. 

Por lo anterior, la presente iniciativa pretende establecer una armonización con las reforma Constitucional del 

artículo 19, con el Código Penal Federal y la Ley General en Materia de Delitos Electorales, para establecer una 

sanción adecuada y justa para aquellas personas que hagan mal uso de los programas sociales para beneficiarse 

dentro de un proceso electoral, de tal forma se propone aumentar la pena privativa de la libertad previstas tanto 

en el Código como en la ley, pasando de una pena de 2 a 9 años de prisión en el caso de la ley, y de 1 a 9 años 

de prisión en el caso del Código, para contemplar una pena de 7 a 15 años, ya que se considera que la pena 

actual, no es proporcional a la conducta antijurídica. 

Son cuatro razones las que me impulsan a proponer el aumento de la pena punitiva, la primera, es seguir con la 

tendencia de este nuevo gobierno y contribuir a la cuarta trasformación, en el sentido que debe haber una 

separación del poder político y del poder económico, es decir, que se debe de establecer un claro margen entre 

aquel que se ostenta como político o como funcionario público, con el que se exhibe como empresario, ya que 

en regímenes anteriores era muy común ver a funcionarios o políticos que se creía empresario, o empresarios 

que se creían políticos o funcionarios, y todo a costas del erario público, haciendo un perjuicio enorme a nuestro 

país, no solo en lo económico sino que esta práctica obstaculizo por décadas, el crecimiento democrático de 

nuestro país, por lo tanto es primordial hacer un sesgo tajante, entre el poder económico y del político. 

En segundo lugar, debemos de dejar de beneficiar a la clase política del país, proponiendo elevar la pena, ya que 

las penas que actualmente se establecen tanto el en Código como en la Ley, no corresponden a una adecuada 

sanción con el hecho ilícito cometido, que daña de gran manera a nuestro país. 

Es preciso mencionar lo aprobado en los dictámenes que se aprobaron tanto en la Cámara de Senadores como 

en la Cámara de Diputados, para reformar el artículo 19 Constitucional. En cuanto al dictamen de la Cámara de 

Senadores se hace alusión al principio de proporcionalidad que la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

ha señalado en sus jurisprudencias respecto a la prisión preventiva oficiosa, debido a que los delitos en materia 

electoral daña todo el sistema democrático, y que las afectaciones a este sistema pueden traes consecuencias 

catastróficas, añaden también ,que si quien comete el la conducta ilícita, es un funcionario al servicio del 

Estado, o participa de alguna manera en el proceso electoral, es un hecho aún más grave, puesto que violan su 

responsabilidad para con el estado, y que dejar a los sujetos en la impunidad es un aliciente a que sigan 

cometiendo dichos delitos electorales. 



 
  

En cuanto al dictamen de la Cámara de Diputados, nos menciona que no se pueden categorizar todos los delitos 

electorales por igual, pues la gravedad de los hechos ilícitos varía, y que por tal motivo es ponderable incluir 

únicamente los delitos en materia de uso de programas sociales con fines electorales, para que sean estos los 

que ameriten prisión preventiva oficiosa, dado que son los que más profundamente impactan en la sociedad, al 

utilizarse programas que tienen fines muy distintos a la materia electoral. 

De los dos parrafos anteriores extraidos de los dictamenes aporbados por ambas Cámaras, podemos deducir, 

que ya se advertia de la peligrocidad de tales condutas, consecuencia de ello se observan bajo el regimen de 

prición preventiva oficiosa, y por ende se deben de tratar con penas mas rigurosas. 

En tercer lugar, se busca la protección de la integridad de la hacienda pública mediante el uso adecuado de los 

recursos públicos, estableciendo sanciones estrictas a quienes ostenten contra de los recursos económicos del 

país, buscando que sean efectivamente destinados a fines públicos y no sean desviados para propósitos que 

beneficien a un candidato o un partido político. 

Por último, es proteger los principios de imparcialidad y equidad electoral, ya que es necesario resguardar lo 

que tanto trabajo nos ha costado construir como ciudadanos, una democracia con reglas iguales para todos, y 

evitar que los factores externos o internos intervengan en una contienda electoral, por lo tanto, se deben buscar 

restricciones a la actividad de los servidores públicos para impedir que desde el Estado, con sus recursos, que 

son públicos, se ocasionen beneficios o perjuicios indebidos a algún candidato o a un partido político en 

específico. 

Lo mencionado anteriormente, es sin duda alguna, busca ser un aporte al combate a la corrupción, que ha 

empezado el presidente Andrés Manuel López Obrador, quien busca permear en la cultura de la sociedad y del 

servidor público para reforzar los valores y con ello reforzar las instituciones 

Por lo anteriormente expuesto, se somete a consideración del pleno la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 407 y 412 del Código Penal Federal, y los artículos 11 y 14 de la Ley 

General en Materia de Delitos Electorales 

Primero. Se reforman los artículos 407 y 412 del Código Penal Federal, para quedar como sigue: 

Artículo 407.- El servidor público incurrirá en un delito cuando; 

I. ... 

II. ... 

III. ... 

IV. ... 

En los casos previstos en este artículo por las fracciones I y IV, se impondrán de doscientos a 

cuatrocientos días multa y de uno a nueve años de prisión. 

En los casos previstos en este artículo por las fracciones II y III, se impondrán de siete a quince años de 

prisión. 



 
  

Artículo 412. Se impondrá prisión de siete a quince años, al funcionario partidista o a los organizadores de 

actos de campaña que, a sabiendas aproveche ilícitamente programas sociales, fondos, bienes o servicios en los 

términos de las fracciones II y III del artículo 407 de este Código. En la comisión de este delito no habrá el 

beneficio de la libertad provisional. 

Segundo. Se reforman los artículos 11 y 14 de la Ley General en Materia de Delitos Electorales, para quedar 

como sigue: 

Artículo 11.- Los servidores públicos incurrirán en un delito cuando; 

I. ... 

II. ... 

Se deroga 

III. ... 

IV. ... 

V. ... 

VI. ... 

Artículo 14. Se impondrá prisión de siete a quince años, al precandidato, candidato, funcionario partidista o a 

los organizadores de actos de campaña que aproveche programas sociales, fondos, bienes o servicios en los 

términos de las fracciones II y III del artículo 11 de esta Ley. 

En los casos previstos en este artículo por las fracciones I, IV, V y VI, se impondrán de doscientos a 

cuatrocientos días multa y de uno a nueve años de prisión. 

En los casos previstos en este artículo por las fracciones II y III, se impondrán de siete a quince años de 

prisión. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de octubre de 2019. 

Diputado Alejandro Ponce Cobos (rúbrica 

 


